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VISTO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por la Asociación de Inválidos, 
Discapacitados, Viudas y Derechohabientes de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional 
del Perú, contra la resolución de fojas 69, de fecha 22 de setiembre de 2017, expedida 
por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Loreto, que declaró improcedente la 
demanda de autos; y, 

ATENDIENDO A QUE 

Con fecha 19 de enero de 2017, la presidenta de la Asociación de Inválidos, 
Discapacitados, Viudas y Derechohabientes de las Fuerzas Armadas y Policía 
Nacional del Perú, en representación y sustitución de su asociada doña Gladis 
Grandez Saavedra, interpone demanda de amparo contra la Comandancia General 
del Ejército del Perú y el Ministerio de Defensa, a fin de que deje sin efecto la 
Resolución de la Jefatura de Administración de Personal del Ejército 3479- 
2002/CP/JADPE, de fecha 26 de noviembre de 2002, y en consecuencia, se le 
reconozca el reintegro del derecho de percibir el fondo de seguro de vida a causa 
del fallecimiento de su hijo, (S) José Luis Córdova Grandez, a consecuencia de 
servicio, conforme al Decreto Ley 25755, el Decreto Supremo 026-84-MA y el 
Decreto Supremo 191-99-EF. Asimismo, solicita que dicho monto debe ser 
abonado con el valor actualizado a la fecha conforme al artículo 1236 del Código 
Civil, más el pago de los intereses legales y los costos procesales. 

2. El Segundo Juzgado Civil de Iquitos, con fecha 25 de enero de 2017, declaró 
improcedente la demanda por considerar que el emplazado tiene su domicilio 
principal en la ciudad de Lima, así como que el lugar donde se afectó el derecho de 
la accionante es la ciudad de Lima (donde se expidió la resolución administrativa 
cuestionada), siendo de aplicación el artículo 51 del Código Procesal 
Constitucional. 

3. La Sala Superior revisora confirmó la apelada por estimar que entre el acto 
administrativo cuestionado, esto es, la Resolución 3479-2002/CP/JADPE de fecha 
26 de noviembre de 2002 (f. 11), hasta la fecha de interposición de la demanda (19 
de enero de 2017) ha transcurrido aproximadamente 14 años y 2 meses, por lo que 
la demanda ha prescrito de conformidad con el artículo 44 del Código Procesal 
Constitucional. Asimismo, agregó que el artículo 51 del Código Procesal 
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Constitucional no determina como competencia territorial el domicilio principal de 
la emplazada, sino por el contrario, a elección del demandante, puede ser tanto el 
lugar donde se afectó el derecho o el domicilio principal del afectado, por lo que 
corresponde dar el trámite respectivo. 

Esta Sala del Tribunal no comparte los argumentos que las instancias 
jurisdiccionales precedentes han aplicado para rechazar in limine la demanda. Ello 
referido a que el Juzgado estimó la aplicación del artículo 51 del Código Procesal 
Constitucional, lo cual quedó desvirtuado en segunda instancia; sin embargo, éste 
último confirmó el rechazo in limine de la demanda, con el argumento que la 
presente demanda se presentó fuera del plazo establecido en el artículo 44 del 
Código Procesal Constitucional. Al respecto, este Tribunal estima que el plazo de 
prescripción no es aplicable al caso concreto, toda vez que, el beneficio económico 
del seguro de vida previsto para el personal de la Policía Nacional y las Fuerzas 
Armadas está comprendido dentro del derecho constitucional a la seguridad social, 
de conformidad con las sentencias emitidas en los Expedientes 04977-2007-PA/TC 
y 00540-2007-PA/TC. 

5. En tal sentido, se considera que los argumentos que justifican el rechazo liminar de 
la demanda son arbitrarios e insuficientes, por cuanto se advierte que el caso de 
autos es un asunto de relevancia constitucional relacionado con el contenido 
esencial de los derechos fundamentales, como es el derecho a la seguridad social. 

6. En el contexto descrito, correspondería declarar la nulidad de todo lo actuado en el 
presente proceso constitucional y ordenar al juez de primera instancia que admita a 
trámite la demanda, con el fin de no afectar el derecho de defensa de la parte 
demandada. Sin embargo, atendiendo a los principios de celeridad y de economía 
procesal recogidos en el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional, esta Sala estima que el presente caso amerita una respuesta pronta 
dada la avanzada edad de la parte recurrente (81 años, f. 8). 

7. Ahora bien, se advierte de autos que el Procurador Público del Ministerio de 
Defensa y el Comandante General del Ejército Peruano, partes procesales en el 
proceso subyacente, no han sido notificada del presente proceso de amparo. Tal 
ausencia puede afectar la validez de la decisión a emitir en esta sede, en la medida 
en que el respeto al derecho de la defensa estaría en entredicho por no participar del 
presente amparo, donde claramente tiene interés directo en su resultado. Por tanto, 
corresponde notificarla de la demanda, los pronunciamientos emitidos en las 
instancias inferiores y el recurso de agravio constitucional, y otorgarle un plazo de 
diez días hábiles para que hagan ejercicio de su derecho de defensa y puedan alegar 
lo que juzguen conveniente. Así, una vez ejercido su derecho de defensa o vencido 
el plazo para ello, y previa vista de la causa, esta quedará expedita para su 
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resolución definitiva. 

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 
confiere la Constitución Política del Perú 

RESUELVE 

1. ADMITIR A TRÁMITE la demanda de amparo, en virtud de lo cual ordena 
notificar al Procurador Público del Ministerio de Defensa y el Comandante 
General del Ejército Peruano de la demanda (f. 27), los pronunciamientos de las 
instancias inferiores (ff. 38-39 y 69-74) y el recurso de agravio constitucional 
(ff. 78-81), a fin de que en el plazo de diez días hábiles contados a partir de la 
notificación de la presente resolución puedan alegar lo que juzguen pertinente. 

2. Ejercido el derecho de defensa por parte del Procurador Público del Ministerio 
de Defensa y el Comandante General del Ejército Peruano o vencido el plazo 
para ello, y previa vista de la causa, esta quedará expedita para su resolución 
definitiva. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

LEDESMA NÁRVAE 
RAMOS NÚÑEZ 
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 

PONENTE LEDESMA NARVÁEZ 

Lo que certifico: 

HELEN TAMARI RE ES 
Seoretark ole le Sal Primera 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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